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Introducción

L a seguridad pública y el de-
sarrollo humano sostenible 
son interdependientes. Para 

armonizarlos se requieren acciones y 
políticas simultáneas sobre sistemas 
de seguridad y defensa, políticas so-
ciales que contribuyan a la cohesión e 
inserción social, y otras medidas que 
permitan mejorar la gobernabilidad 
democrática, incluyendo la estructura-
ción de mecanismos de información y 
participación ciudadana.

Conceptualmente, si la seguridad 
humana consiste en proteger la esen-
cia vital de todas los seres humanos de 
forma que garantice su libertad y plena 
realización; entonces, la inseguridad y 

la violencia que rompen este equilibrio 
provienen de actividades criminales 
relacionadas con el tráfico ilícito de 
drogas, trata de personas, tráfico de 
migrantes, tráfico ilícito de armas y 
municiones, pandillaje, secuestro, vio-
lencia familiar y corrupción. Muchos 
de estos delitos son cometidos por 
grupos delincuenciales transnaciona-
les que rebasan las capacidades instala-
das de los Estados para enfrentarlos1. 
Otros, como la violencia intrafamilia, 
están en los hogares. Mientras tanto, la 
corrupción se hace endémica y motor 
del sistema cuando existe fragilidad 
institucional.

En la casuística, los estándares habi-
tualmente aceptados para reconocer la 
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existencia de una epidemia hablan de 
10 casos por cada 100 mil habitantes. 
Según el Informe Mundial de Violencia 
elaborado por la Organización Mun-
dial de la Salud, en América Latina y el 
Caribe el promedio de homicidios era 
ya de 22.9 personas por cada 100 mil 
habitantes en 2002. Esa sola evidencia 
convierte a esta región en el escenario 
de una verdadera epidemia que acaba 
con más vidas que cualquier enferme-
dad que se propague hoy en día. Es 
decir, América Latina y el Caribe es la 
región donde se registran los índices 
de violencia más altos del mundo.

Se trata de una situación que es 
aún mucho más grave en un número 
importante de grandes ciudades, en 
donde las tasas de homicidios oscilan 
entre 40 y 120 cada 100 mil habitan-
tes. En este marco, Centroamérica tie-
ne 36 por cada 100 mil habitantes. En 
El Salvador, según datos oficiales, las 
denuncias por homicidio alcanzaron 
en 2006 a 55,3 cada cien mil habitan-
tes; en Jamaica a 49,1; en Guatemala a 
45,2, en Venezuela a 45, en Hondu-
ras a 42,9 y en Colombia a 37,3. Otro 
tanto ocurre en el Caribe en donde si 
bien las tasas son algo menores a las de 
América del Sur, también superan hol-
gadamente el promedio mundial. 

Esta realidad es todavía más compli-
cada entre los jóvenes. Ellos tienden a 

ser víctimas principales de la violencia 
al grado que es la primera causa de 
muerte en promedio en toda la región 
para jóvenes de entre 15 y 29 años, 
con una tasa que alcanza a 83,2,   y es 
aún más alta entre los jóvenes de los es-
tratos medios y bajos entre los cuales 
se eleva a más de 100 casos cada 100 
mil habitantes. El aparecimiento de las 
pandillas juveniles no es un brote de-
lincuencial en sí, es la consecuencia de 
la extinción de lazos familiares y afec-
tivos en niños y jóvenes que han sido 
abandonados por diversas causas, sin 
que la sociedad los haya acogido.  

América Latina y el Caribe sufren la 
extrema violencia debido también a los 
homicidios, provocados principalmen-
te por el tráfico de drogas y por otros 
hechos delictivos cotidianos como los 
robos con violencia, los secuestros, los 
abusos sexuales, el pandillaje juvenil 
criminal e incluso la violencia en el ho-
gar. Salvo el último hecho, los demás 
obedecen al crecimiento y fortaleci-
miento de las redes de la delincuencia 
organizada transnacional, que rebasan 
los espectros fronterizos y las mismas 
capacidades de los países para enfren-
tarlos. 

Es verdad que  existen grandes dife-
rencias entre los países de la Región en 
cuanto a la magnitud y gravedad del fe-
nómeno. Sin embargo, son fuertes las 
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conexiones de violencia y criminalidad 
que existen entre subregiones y países.  
El mejor ejemplo de ello es el tráfico de 
drogas ilícitas y delitos conexos, la tra-
ta de personas y el tráfico de armas.  

Por tanto, sin descuidar la esfera del 
control, es indispensable renovar los 
paradigmas sobre los cuales se aborda 
la problemática de la seguridad públi-
ca, orientándolos a una visión más de 
desarrollo social y cultural. 

Si bien hay contribuciones acadé-
micas, de la sociedad e incluso guber-
namentales sobre la seguridad y sus 
diversos matices conceptuales, no es 
menos cierto que el tema ha sido des-
atendido a nivel oficial, ciertamente 
porque los Estados americanos han 
tenido perspectivas sesgadas y limi-
tadas para afrontar la criminalidad vía 
represión y control policial, sin incor-
porar también métodos de prevención 
e inclusión social. Y, en muchos casos, 
esas políticas de interdicción han fraca-
sado porque mantienen lineamientos 
teóricos y prácticos caducos de teorías 
de seguridad impuestas por países he-
gemónicos, desadaptados a la realidad 
regional y de cada país, y por ende, sin 
modernizar la visión y capacidad de los 
cuerpos policiales y de los sistemas de 
justicia.

     
                   

Causas y costos 
de la delincuencia y violencia

Las causas del fenómeno tienen que 
ver, en primer lugar, con la delincuen-
cia organizada, principalmente el tráfi-
co de drogas y delitos conexos, y la co-
rrupción que genera. Muchos hechos 
violentos que ocurren en las calles y 
que afectan a los ciudadanos están re-
lacionados con este flagelo y se puede 
afirmar que ningún país de la región 
escapa por completo a él.

Un efecto preponderante en el apa-
recimiento de estos delitos tienen los 
factores socioeconómicos. Si bien la 
pobreza por sí sola no es un factor ex-
plicativo, sí existe una correlación muy 
clara cuando ésta interactúa con otros 
factores como la desigualdad, la mar-
ginación y la exclusión en las que vive 
una parte importante de la población. 
De allí que la única manera de superar 
la violencia y delincuencia será con el 
establecimiento de políticas que invo-
lucren no sólo la interdicción, sino la 
prevención, rehabilitación y plena co-
hesión social, en un marco de desarro-
llo humano sostenible y estable.

También aparecen causas vincu-
ladas a los procesos de urbanización. 
Las ciudades latinoamericanas y cari-
beñas en su gran mayoría han crecido 
sin orden y con servicios básicos insu-
ficientes o en ciertos casos inexisten-
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tes. En esas grandes ciudades se ge-
neran, además, ambientes en los que 
el Estado está ausente y que dan lugar 
a la llamada «informalidad». Se trata 
de ambientes económicos, sociales y 
culturales ajenos y hasta impenetra-
bles para las leyes y las instituciones. 
En casos extremos, esta situación está 
llegando a significar   la existencia de 
barrios enteros controlados por  el cri-
men organizado.

Inclusive existen factores psicocul-
turales y de valores. El consumismo y 
materialismo del mundo contemporá-
neo genera patrones de prototipos de 
personas de éxito siempre relacionadas 
con la cantidad de dinero que poséen. 
En ese marco la gran ciudad  pone en 
evidencia de manera más intensa el 
contraste entre las opciones y benefi-
cios de la vida moderna y la imposibili-
dad de muchos para acceder a ellos de 
forma legal.

Otro aspecto importante que inci-
de sobre la situación general de inse-
guridad en la región está relacionado 
con la situación familiar de muchos 
ciudadanos. Un porcentaje muy alto 
de familias enfrentan los problemas de 
hogares monoparentales, maternidad 
y paternidad adolescentes, descenden-

cia numerosa, carencia de sistemas de 
protección social y viviendas hacinadas 
que inducen o intensifican las situacio-
nes de conflicto, abuso y violencia, es-
pecialmente en los sectores más nece-
sitados de la sociedad.

También es fundamental considerar 
la situación concreta de los jóvenes. 
De acuerdo a la Secretaría de Seguri-
dad Multidimiensional de la OEA, en 
América Latina y el Caribe el 21 por 
ciento de los jóvenes no estudia ni tra-
baja.  Para ellos protagonizar o ser víc-
tima de la violencia es una posibilidad 
cotidiana debido a la falta de oportu-
nidades laborales, la imposibilidad de 
una educación de calidad  y el nulo ac-
ceso a espacios de recreación o al de-
sarrollo de una vida comunitaria sana. 
En ese contexto no debe extrañar tam-
poco que el impacto de las drogas y el 
alcohol entre los jóvenes de la región, 
incluso entre menores de edad, vaya en 
aumento2.

Asimismo, la cultura de  falta de res-
peto a las leyes que impera en general 
en las sociedades latinoamericanas, así 
como la práctica de la resolución de 
conflictos por cuenta propia, general-
mente por medio de la violencia, son 
factores que influyen en esta problemá-

2 OEA, Informe presentado por José Miguel Insulza, Secretario General de la OEA, en la ceremonia de 
inauguración de la Primera Reunión Ministerial y de Altas Autoridades en Materia de Seguridad Pública en las 
Américas, Ciudad de México, 7 de Octubre de 2008.
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tica.  En este marco, la impunidad em-
pieza a tener vigencia, pues un enorme 
número de delitos pequeños o graves 
quedan sin sanción, lo cual agrava la 
percepción de indefensión y la humi-
llación de las víctimas. La carencia de 
sanción a los hechos criminales es un 
estímulo para que éstos se extiendan y 
repitan.

Mención especial merecen las ya 
mencionadas dificultades que enfrenta 
la Policía. Ellas llevan a que, con de-
masiada frecuencia, ésta   tienda a ser 
asociada a ineficacia y carezca de cre-
dibilidad y confianza. 

Con el mismo nivel de importan-
cia es necesario mencionar el proble-
ma carcelario. En las cárceles existe 
sobrepoblación, desorden, falta de 
regularización en la distribución o 
clasificación de los reos, con el conse-
cuente deterioro de la infraestructura 
y el hacinamiento. Uno de los mayores 
problemas es la incapacidad misma de 
control interno en las prisiones, lo que 
ha llevado a que múltiples actividades 
delictivas se repitan en su interior y, 
lo que es más grave, que algunos fe-
nómenos delictivos mayores sean ma-
nejados desde estos recintos. Las pri-
siones constituyen el punto más débil 
del sistema penal regional y el lugar en 
donde se concentran las mayores vio-
laciones a los derechos humanos. Es lo 

que permite entender la existencia de 
una población penitenciaria con fuerte 
propensión a la violencia, con altos ín-
dices de adicción a las drogas, con  epi-
demias de sida u otras enfermedades 
y altas tasas de suicidios, entre otros 
graves problemas.

Debe entenderse que la   insegu-
ridad ciudadana es, básicamente, un 
clima de temor e incertidumbre que 
impide a la gente ejercer plenamente 
sus derechos y libertades. Un clima 
causado por la generalización de con-
ductas violentas y prácticas delictivas 
que afectan real o potencialmente la 
vida, la integridad física y el patrimo-
nio de la mayoría de los miembros de 
una comunidad y que en muchos casos 
quedan impunes.

Esta inseguridad ciudadana genera 
grandes perjuicios  a todos los países de 
la región. Se trata de costos humanos, 
sociales, políticos y económicos que 
paga la sociedad entera, especialmente  
la población más pobre y vulnerable.

Estos costos pueden ser concebi-
dos de acuerdo al grado de impacto y 
correlación con estas actividades delic-
tivas. Este hecho, sin duda, demuestra 
la gravedad del problema y presenta a 
los Estados y ciudadanía en general la 
necesidad de abordar conjuntamente 
medidas de solución a este problema.
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Ante esta realidad, el primer deber 
a cumplir es aceptar que la violencia y 
criminalidad es un fenómeno que ha 
rebasado la capacidad de los Estados 
a enfrentarlo en forma individual y, en 
segundo término, comprender que es-
tos fenómenos afectan drásticamente  
la calidad de vida de la población y ge-
neran un clima de temor generalizado, 
que amenaza directamente la solidez 
de la democracia y las condiciones para 
el desarrollo económico y social. En-
tonces, se dice que los costos directos 
afectan al sistema de salud, de justicia, 
policial, vivienda y servicios sociales, 
mientras que existen costos indirectos 
o correlacionados que afectan a ciertas 
actividades productivas, sobre todo 
al turismo y la recreación, elementos 
fundamentales en el bienestar de la so-
ciedad. 

Como consecuencia del crimen y 
la violencia, en América se pierden 
más de cien mil vidas humanas al año. 
Son parte de este costo humano, tam-
bién,  los millones de víctimas directas 
de los actos delictivos no-letales, que 
por esa causa sufren perjuicios serios 
y duraderos. También es parte del cos-
to humano la existencia de casi cuatro 
millones de personas privadas de liber-
tad, muchas de ellas condenadas por 
la justicia,  otras atrapadas en intermi-
nables procesos judiciales y no pocas 
con condena cumplida pero que por 

ineficiencia del sistema continúan en 
prisión. En el Ecuador esta situación 
ha sido endémicamente patética.

En el terreno político, la grave pre-
ocupación por la delincuencia y la per-
cepción generalizada de que el Estado 
es incapaz de enfrentar el problema de 
manera eficaz, intensifican la crisis de 
legitimidad y confianza en la aún re-
ciente institucionalidad democrática 
hemisférica.   La delincuencia, igual-
mente, tiende a poner en riesgo la cul-
tura de derechos y libertades y a gene-
rar nuevas amenazas a los derechos hu-
manos. El temor e indignación que los 
ciudadanos tienen frente a los hechos 
delictivos puede llevarles a pensar que 
las libertades y los derechos son más 
bien armas a favor de los delincuentes. 
Puede ocurrir también que las regula-
ciones a la actuación de los cuerpos de 
seguridad se perciban como frenos a 
su efectividad. Incluso se puede dar la 
situación que se reclame contra dere-
chos fundamentales, como la presun-
ción de inocencia o las garantías en los 
procesos judiciales, porque se piense 
que favorecen a los criminales. 

La inseguridad ciudadana acarrea 
también importantes costos en la for-
ma en que las personas se relacionan 
entre sí y se organizan como sociedad. 
La segregación social y espacial de la 
población se acentúa y es común que, 
por temor, barrios enteros se cierren al 
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acceso y tránsito del resto de los ciuda-
danos. Otro efecto social importante 
está vinculado a los prejuicios e inclu-
so la estigmatización de amplios secto-
res de la población, lo que puede lle-
gar a ser muy grave cuando se trata de 
minorías, como inmigrantes o  grupos 
étnicos. Caso especial de analizar es el 
Ecuador, pues en un amplio sector de 
la opinión pública ecuatoriana, la inse-
guridad de los últimos años está direc-
tamente asociada con la migración de 
ciudadanos colombianos y peruanos, 
sobre todo.

El crimen y la violencia tienen un 
alto costo económico para las   socie-
dades con un impacto importante en 
el gasto fiscal. Adicionalmente, en to-
dos los estratos sociales la población  
vive la necesidad de gastar parte del 
presupuesto familiar en proveerse de 
medidas propias de seguridad.   El cli-
ma general de inseguridad afecta ne-
gativamente a decisiones financieras y 
a oportunidades de inversión, con sus 
consecuentes efectos en el desarrollo. 
Según estimaciones del Banco Intera-
mericano de Desarrollo, la suma de los 
costos económicos del fenómeno de la 
violencia podría llegar a significar has-
ta 14 puntos del PIB en América Lati-
na y el Caribe.

Violencia y delincuencia en América 
Latina y el Caribe

La delincuencia organizada transna-
cional ha ganado terreno en los últimos 
años con el aumento en el consumo de 
drogas, la fácil adquisición de armas de 
fuego, acceso a sistemas modernos de 
comunicación y bancarios, la presen-
cia de fronteras porosas, la corrupción 
policial y un poder judicial que, según 
encuestas de opinión, es considerado 
ineficiente, lento y poco justo en casi la 
totalidad de los países de la región.

En este escenario, las ganancias 
que genera el crimen organizado son 
enormes. De acuerdo con la Oficina 
Federal de Investigaciones de los Es-
tados Unidos, la trata de personas, por 
ejemplo, genera ingresos anuales por 
9.500 millones de dólares en todo el 
mundo. En la misma categoría de acti-
vidades criminales que han aumentado 
su incidencia y efectos, se consideran 
el tránsito de armas de fuego y muni-
ciones y los secuestros de personas y 
sus diversas modalidades asociadas. 
El tráfico de armas y el narcotráfico 
son los mayores negocios, solo apenas 
superados por el comercio legítimo del 
petróleo.

La delincuencia organizada lleva a la 
corrupción de personas e instituciones 
debido a los grandes ingresos que es-
tas actividades delectivas generan.   El 
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Índice de Percepción de la Corrupción 
2008 de Transparencia Internacional 
indica que 20 de 28 países del Hemis-
ferio tienen una puntuación inferior 
a 5, lo cual refleja un serio nivel de 
corrupción percibida en el ámbito na-
cional. Además, 11 países tienen una 
puntuación igual o inferior a 3, lo que 
indica una percepción de corrupción 
endémica.

Un alto número de países de Améri-
ca Latina y el Caribe sufren en su terri-
torio las actividades de pandillas delic-
tivas y criminales, varias de las cuales 
originalmente tuvieron el carácter de 
juveniles. A lo largo de los años estas 
pandillas han variado en sus caracterís-
ticas y formas de operar y en la actuali-
dad se pueden encontrar en ellas inte-
grantes de edades tan tempranas como 
los 8 años, su sector más «duro» está 
constituido por adultos de más de 21 
años de edad y hasta de 40 y 50 años. 
Su manera de operar se asemeja  al cri-
men organizado y cometen delitos que 
van desde el narcomenudeo hasta el 
secuestro.

De igual manera preocupan los al-
tos niveles de violencia intrafamiliar 
o doméstica, principalmente contra 
mujeres y niños, pero también contra 
adultos mayores. En América Latina la 
violencia doméstica afecta entre el 25 
y el 50 por ciento de todas las mujeres. 

Los hechos violentos tienen lugar no 
sólo en el hogar de forma cotidiana, 
sino también en el espacio de la escue-
la. Estudios realizados en diferentes 
países de la región revelan altos niveles 
de violencia, agresión y castigo físico 
en los colegios, llegando a afectar se-
veramente la capacidad misma de con-
centración de los jóvenes estudiantes. 

La pérdida de bienes es también una 
de las principales preocupaciones de 
la ciudadanía. Más allá de la violencia 
de la que suelen ser víctimas en estos 
casos, las pérdidas simbólicas y mate-
riales asociadas a estos delitos dejan 
una profunda huella que redefine la 
cotidianeidad y aumenta el sentimien-
to de inseguridad. En la mayoría de los 
países de la región la denuncia por este 
tipo de delito se ha incrementado du-
rante los últimos años. 

La inseguridad se encuentra entre 
los primeros dos o tres problemas de 
mayor preocupación, superado, en al-
gunos casos, sólo por la pobreza o el 
desempleo.     

En el plano institucional se puede 
observar que los Ministerios responsa-
bles de la seguridad pública, en la ma-
yoría de los países,  tienen por lo gene-
ral otras responsabilidades además de 
las vinculadas estrictamente al tema y 
esa es una de las razones por las que les 
es difícil consolidar un liderazgo efec-
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tivo en la materia.   A ello contribuye 
también el limitado desarrollo de sus 
capacidades técnicas, la precariedad 
institucional, la limitada estabilidad del 
personal y el escaso o nulo seguimiento 
y evaluación de los programas e inicia-
tivas que se implementan. Todo esto 
se agrava con la carencia de políticas 
de Estado que establezcan metas y ob-
jetivos claros con relación al  tema.  En 
algunos países se han elaborado Planes 
Nacionales que no se han traducido en 
procesos efectivos de seguimiento de 
metas o han sido modificados sustanti-
vamente en poco tiempo.   La mayoría 
de los países carece completamente de 
planes o políticas de seguridad.

Superar la carencia de información 
de calidad y asegurar cierta uniformi-
dad en los datos que permita la com-
paración de la información disponible 
es otro serio desafío que enfrentan los 
Ministerios. Se puede observar que, a 
diferencia de otras áreas, en seguridad 
pública existe una ausencia de pará-
metros que establezcan estándares 
internacionales a seguir y garanticen 
uniformidad y continuidad en la toma 
de decisiones.   Los organismos inter-
nacionales han desarrollado planes 
que no han producido los resultados 
esperados.

De acuerdo al Departamento de Se-
guridad Pública de la OEA, las dos he-

rramientas básicas para relevar infor-
mación acerca del delito y otros aspec-
tos vinculados son, actualmente, los 
registros de denuncias y las encuestas 
de victimización. Según la información 
disponible, diversos países de Améri-
ca Latina han comenzado a desarrollar 
sistemas de registro de denuncias que 
permitan generar información de ma-
nera integrada. Por ejemplo, en Chile 
existe desde 1999 el Sistema Nacional 
de Información Delictual y en México 
se ha impulsado la «Plataforma Méxi-
co». En  Ecuador, el Ministerio de Go-
bierno estableció la Unidad Técnica 
Ejecutora del Plan Nacional de Segu-
ridad Ciudadana, dentro de la cual se 
construyó el Observatorio Nacional de 
Seguridad Ciudadana.

Los estudios sobre victimización 
tienen como objetivo proporcionar 
información sobre la victimización de 
manera complementaria a los datos po-
liciales, con la finalidad de caracterizar 
los hechos delictivos que las denuncias 
no pueden abordar. El Departamento 
de Justicia de los Estados Unidos pro-
duce desde 1972 el National Crime 
Victimization Survey (NCVS)  y desde 
1988 en   Canadá existen encuestas 
completas de victimización. En Améri-
ca Latina y el Caribe sólo un pequeño 
grupo de países ha establecido meca-
nismos de recolección de información 
sobre victimización de manera com-
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plementaria al sistema de registro de-
lictual. Uno de estos países es Argen-
tina, por intermedio de la Dirección 
Nacional de Política Criminal, que en-
tre 1997 y 2003 aplicó dicho instru-
mento en las ciudades más importan-
tes del país.   Colombia, por su parte, 
mantiene desde 1996 una encuesta de 
victimización realizada conjuntamente 
por la Cámara de Comercio de Bogo-
tá y la Alcaldía Mayor de la Ciudad. El 
Distrito Metropolitano de Quito tam-
bién ha realizado encuestas sobre vic-
timización en los años 2003, 2004 y 
2008.   La Encuesta Nacional Urbana 
de Seguridad Ciudadana desarrollada 
por el Ministerio del Interior de Chile  
y el Instituto Nacional de Estadísticas 
de ese país ofrece un adelanto signi-
ficativo al proporcionar información 
anual de carácter  nacional con énfasis 
en áreas urbanas.

Las instituciones más importantes 
en el combate a la delincuencia y la 
violencia son la Policía y el Ministerio 
Fiscal, ambas instituciones deteriora-
das en capacidad e imagen en práctica-
mente toda la región. 

En cuanto a la institución policial, 
se han visto procesos de reformas 
durante los últimos años y aumentos 
significativos en sus recursos. Los in-
crementos presupuestarios también 
han sido importantes y si bien los prin-

cipales componentes de ese gasto han 
estado destinados a salarios, también 
se ha buscado el desarrollo de infra-
estructura y tecnología. Finalmente 
se debe destacar que los procesos de 
democratización, y en especial las re-
formas de la justicia realizadas en los 
últimos años, han llevado a la creación 
de instituciones civiles dedicadas a la 
investigación en muchos de los países 
de la región.

Estado de situación en el Ecuador

El Ecuador, en términos generales, ha 
logrado por un largo tiempo, ser un 
país de relativa tranquilidad, a pesar 
de compartir fronteras con Colombia y 
Perú, vecinos en los que han existido y 
existen aún movimientos subversivos, 
grupos guerrilleros y paramilitares y 
donde la violencia se ha expandido al 
punto de convertirse en estructural. 
Sin embargo, se tiene información, 
aunque muy escasa, que durante la úl-
tima década, las tasas de homicidios, 
robos y otros indicadores de violencia 
han aumentado significativamente, lle-
vando a un sentimiento generalizado 
de inseguridad entre los ciudadanos. 
Según la encuesta Latinobarómetro 
2007, por ejemplo, «sólo 7% de los 
ecuatorianos dice pensar que vive más 
seguro cada día, mientras que el 77% 
dice estar muy preocupado y que pien-
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san que pueden llegar a ser víctimas de 
un delito perpetrado con violencia»3.

El sentimiento de inseguridad pro-
viene de varias causas, entre las más 
importantes están el tráfico de drogas, 
lavado de dinero, tráfico ilícito de ar-
mas pequeñas, trata de personas, etc. 
Asimismo, la proliferación de las pan-
dillas urbanas,   cuyos miembros son 
jóvenes entre 15 y 29 años,  habitual-
mente cometen hurtos, homicidios y, 
en muchos casos, están involucrados 
con el tráfico de drogas. Según cifras 
estimadas de la Policía Especializada 
en Niños y Adolescentes (Dinapen) 
para el año 2004, sólo en la ciudad de 
Quito había unos 155 grupos pandi-
lleros, que pueden estar compuestos 
entre 20 hasta 1.500 jóvenes. A nivel 
nacional, de acuerdo a los estimados 
realizados por la Organización «Ser 
Paz», en el año 2005 operaban en el 
país 1.050 pandillas que movilizaron 
alrededor de 65.000 jóvenes sólo en la 
ciudad de Guayaquil. 

El aumento de las pandillas en Ecua-
dor también coincide con el aumento 
de incidentes con armas de fuego. De 
acuerdo a datos de la Policía Nacional4, 
402 menores murieron por incidentes 
con armas de fuego entre 2000 y 2005, 
y la tendencia de menores a portar ar-

mas está creciendo a ritmo acelerado, 
ya que los cabecillas de las pandillas 
proveen de las mismas a sus miembros 
para que estos puedan cometer hurtos 
y conseguir más armas y dinero, en un 
verdadero «círculo vicioso». Y aunque 
estos grupos delictivos todavía sean 
menores y menos organizados que en 
Centroamérica, las pandillas ecuato-
rianas han expandido sus operaciones 
y muchas de ellas son consideradas 
hoy grupos «transnacionales», con 
actuación en el tráfico internacional 
de drogas y de armas, principalmente 
a través de la frontera con Colombia, y 
en algunas ciudades de Italia, España y 
Estados Unidos.

Es menester resaltar que no sólo las 
pandillas mantienen vínculos con el 
tráfico ilegal de drogas y armas. Oswal-
do Jarrín considera que las poblaciones 
en las fronteras cada vez más se vincu-
lan a las actividades del narcotráfico y 
otros actos delictivos por «contagio, 
presión social o amenaza directa de las 
organizaciones delictivas». Por otro 
lado, estos vínculos también atienden 
a una lógica comercial. Como señala 
Jarrín, «La frontera ecuatoriana, espe-
cialmente norte y nororiental, ofrece 
las mejores condiciones para el comer-
cio fuera de la ley, del que en grande 

3 Democracia y seguridad ciudadana/Índice/Panorama General de la Seguridad Ciudadana.
4 Ministerio de Gobierno: www.gobierno.gov.ec,/seguridad
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parte se benefician los grupos ilegales 
armados de Colombia»5. Además de 
bienes, se venden armas y precurso-
res químicos, estos últimos destinados 
por contrabando a los productores de 
cocaína, fundamentalmente de los de-
partamentos colombianos de Nariño y 
Putumayo. 

El flujo de drogas y armas a lo largo 
de la frontera ecuatoriano-colombiana 
ha causado un número creciente de 
homicidios y otros delitos, lo cual ha 
obligado al Estado a tomar una serie 
de medidas para controlar estos fenó-
menos, incluida la militarización de la 
zona. Por ejemplo, las ciudades fron-
terizas de Esmeraldas y Sucumbíos 
tienen las tasas más altas de homicidios 
en el Ecuador en encuestas realizadas 
por el Instituto Nacional de Estadísti-
cas (INEC) en 1990, 1995 y 1999. 

Sin embargo, puede señalarse que 
la tasa de homicidios ha aumentado 
de manera general en el país. Como 
muestra un estudio del Banco Intera-
mericano de Desarrollo, a lo largo de 
la década de los años noventa, la tasa 
de homicidio en Ecuador creció un 
43,1%, pasando de 10,3% en 1990 a 
14,8 % por cada 100.000 habitantes 
en 19996. Y como muestran los datos 

más recientes del INEC, la tasa de ho-
micidios sigue creciendo, con un índi-
ce de 17,6 % por 100.000 habitantes 
para el año 2006.

De igual manera, robos, hurtos, 
violaciones, corrupción, se han vuelto 
temas cotidianos para gran parte de la 
población del país. Es lamentable ob-
servar cómo las ciudades y su gente se 
amurallan para protegerse del crimen y 
la violencia.

Esta evaluación coincide con las 
estadísticas, aunque escasas y aún no 
comprobadas, que dispone la Policiía 
Nacional. Conforme sus informes ofi-
ciales, la delincuencia y violencia en 
el Ecuador mantuvo en el 2008 los 
altos índices de incidencia de los años 
anteriores. Pues, si bien los robos de 
vehículos, de casas y homicidios han 
disminuido en estas cifras oficiales, los 
asaltos a personas y vehículos, carteris-
mo, y otros delitos han aumentado en 
forma considerable. El delito del se-
cuestro tiene una significativa presen-
cia, lamentablemente sin datos ciertos, 
tal como lo reconocen las más altas au-
toridades en la materia.

Ante esta realidad, se han adoptado 
algunas medidas para tratar de con-
trolar este fenómeno delictivo. Se ha 

5 Jarrín, Oswaldo, «La Junta de Seguridad Ciudadana: el caso de Sucumbíos», 2004. 
6 BID, «Magnitud y Tendencias de la Violencia en Ecuador, 1990-1999», en http://idbdocs.iadb.org/wsdocs/



77  Afese 52

reforzado a la Policía y a la adminis-
tración de justicia con reformas lega-
les, con resultados insuficientes. Por 
ello, la ciudadanía ha encontrado otras 
fuentes de protección, sea a través de 
las agencias de seguridad privada7, o 
en su defecto «policializando» las co-
munidades, en lugar de integrarlas. 
Un ejemplo de lo dicho son las «bri-
gadas barriales» creadas en Quito en 
los últimos años, que buscan contener 
a la delincuencia ejerciendo un papel 
pasivo al limitarse a contribuir econó-
micamente para disponer de patrullas 
barriales. De igual manera, el actual 
Municipio de Guayaquil y otros, han 
decidido asumir la función de provee-
dores de la seguridad pública ante los 
resultados nulos de acciones guberna-
mentales en la materia.

Ahora bien, el enfoque sobre el pro-
blema varía dentro de los actores socia-
les y políticos.  Por ejemplo, se desta-
can las declaraciones del ex Ministro 
de Gobierno, Fernando Bustamante, 
quien en una entrevista en televisión, 
recogida en el periódico virtual Ecua-
dor Inmediato, el 7 de mayo de 20088, 
manifestó que «estaría en marcha una 

“industria del miedo y un plan políti-
co” para desprestigiar a la Policía». 

En estas declaraciones, el Ministro 
confirmó la ausencia de estadísticas 
confiables sobre los índices de la de-
lincuencia en el Ecuador. Argumentó 
que la percepción de inseguridad de 
la ciudadanía en el país es una de las 
más altas de la región, lo cual atribuyó 
a varios factores como la «industria del 
miedo», que busca demostrar a la gente 
que necesita comprar seguridad, con-
cluyendo que el auge de la seguridad 
privada deriva precisamente de esto.

El ex Alcalde de Quito, por su parte, 
declaraba que la opinión pública exage-
raba  y no había necesidad de alarmarse 
por la seguridad en la ciudad, pues las 
medidas implementadas por el Cabildo 
eran suficiente y efectivas para contro-
larla.   Mientras tanto la población se 
mantiene nerviosa e insegura por los 
brotes de violencia y delictivos.

Esto demuestra la necesidad de ha-
cer frentes comunes en base del reco-
nocimiento de que en el Ecuador la in-
seguridad, la delincuencia y la violen-
cia se han enquistado peligrosamente. 

7 Como señala Raúl Borja, existe la tendencia en los medios policiales de ver la violencia como un problema 
estructural que no puede ser cambiado a corto plazo y que, por lo tanto, exige erradicar las manifestaciones 
individuales y patológicas de la violencia con acciones que van desde la profilaxis (limpieza) hasta la 
«policialización» de personas y grupos civiles organizados, que son convertidos en «informantes» de lo que se 
pasa en sus comunidades. 
8 Ecuador Inmediato: www.ecuadorinmediato.com,7 de mayo, 2008.
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El concepto de percepciones no deja 
de ser subjetivo, y lo que la sociedad 
demanda son acciones concretas y ob-
jetivas.

En todo caso, resulta interesante 
que en el 2008 se adoptara y esté en 
proceso de implementación el Plan de 
Seguridad Ciudadana, presentado por 
el propio Ministerio de Gobierno.9

El Plan en mención propone una 
serie de objetivos y esquematiza a bre-
ves rasgos ciertas acciones a adoptar 
para cumplirlos en el plazo de 4 años 
(2008-2012). En este marco con-
ceptúa a la «Seguridad Ciudadana» 
como «el derecho de los ciudadanos y 
ciudadanas de vivir en un entorno que 
garantice la convivencia democrática y 
armónica, generado por sistemas efec-
tivos de justicia, rehabilitación social 
y orden público que se enfocan en la 
prevención, información, participa-
ción y corresponsabilidad».

En un breve análisis de de este pro-
yecto, caben mencionar que el título 
mismo contiene un vicio de definición. 
Si bien el término ciudadano tiene una 

definición genérica, generalmente es 
asociada a la población que vive en las 
ciudades10, y en este sentido se estaría 
dejando de lado a la población rural. 
Por tanto, para dar una definición más 
cabal, se deberían adoptar conceptos 
y definiciones aceptados internacio-
nalmente, que en este caso sería el 
de «Seguridad Pública», por ser más 
incluyente y porque define el objeto y 
la responsabilidad del Estado en este 
tema11.

El Plan acepta que los fenómenos 
delictivos son geográficamente diver-
sos, así reconoce la existencia del de-
lito de abigeato en las zonas rurales, 
hecho que demuestra la contradicción 
señalada en el párrafo anterior. 

También el Plan reconoce la falta de 
capacitación y de método de la Policía 
Nacional, busca reducir los niveles y 
percepción de inseguridad, tratando de 
integrar a la sociedad en esta lucha, que 
debe guardar estricto apego a la ley y a 
la vigencia de los derechos humanos.

Un elemento que constituye un 
avance notorio en políticas de segu-

9 www.mingobierno.gov.ec/seguridad
10 El Diccionario de la Real Academia de la Lengua y la Enciclopedia SALVAT, conceptúan a ciudadano(a) 
como «Natural o vecino de una ciudad».
11 En el Ecuador se repiten este tipo de errores por la falta de rigurosidad en la adopción de terminologías 
específicas. Asimismo, cuando se buscaba crear un Plan Nacional contra la Trata de Personas, muchos 
funcionarios de diversas instituciones públicas se referían al tráfico de personas, cuando «tráfico» es un 
término que en tratados y acuerdos internacionales hace referencia a la migración, por ello es propio hablar 
de tráfico de migrantes.
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ridad es el objetivo   de mejorar la re-
lación policía-comunidad, para en la 
práctica elevar los niveles de respuesta 
mediante la inversión en comunicación 
y cambio de imagen, programas de for-
mación y bienestar, equipamiento bá-
sico y especializado, mejoramiento del 
parque automotor, de la infraestruc-
tura física, proyectos tecnológicos, 
campañas y programas preventivos, así 
como análisis y consultorías.

De todas maneras será necesario que 
este Plan de Seguridad sea adecuada-
mente promocionado o «socializado» 
en toda la población ecuatoriana y debe-
rá ser complementarlo con otras políti-
cas de corte social, cultural y económi-
co que permitan mayor cohesión social, 
respeto a las tradiciones y potenciación 
de la cultura y del bienestar económico 
y social del pueblo ecuatoriano.

Hay otros planes que se han adop-
tado y se implementan con diferentes 
índices de efectividad y eficacia en el 
país. Entre ellos, el Plan Nacional 
contra la Trata de Personas, cuyo ori-
gen se concentra en los esfuerzos del 
Ministerio de Relaciones Exteriores, 
Dirección General de Derechos Hu-
manos y Asuntos Sociales, que desde 
el año 2003 buscó dar cumplimiento 
a la obligación internacional luego de 
la ratificación  de la Convención de las 
Naciones Unidas contra la Delincuen-

cia Organizada Transnacional (Con-
vención de Palermo, 2000), con la 
adaptación de la normativa legal y pro-
cedimental del país para luchar contra 
este flagelo. 

Asimismo, opera el Consejo Nacio-
nal de la Mujer, que busca, entre otros 
fines, la eliminación de la violencia 
intrafamiliar espacialmente contra la 
mujer. El INNFA realiza acciones de 
protección a los sectores poblaciona-
les más vulnerables, niños y ancianos, 
con diversos niveles de eficiencia, de-
pendiendo de la administración de tur-
no. A nivel judicial, se ha capacitado a 
jueces y funcionarios de cortes y juzga-
dos. En materia legal, se han endure-
cido las penas, se han reformado leyes 
generales y especiales a fin de contar 
con un marco jurídico más adecuado 
para esta lucha. Se ha reformado y me-
jorado el Ministerio Fiscal, entre otras 
medidas que verifican que en el Ecua-
dor hay conciencia de la existencia de 
estos delitos. Falta mejorar la coordi-
nación, recopilación y procesamiento 
de la información, participación de la 
población y disposición de políticas de 
Estado que superen la inmediatez de 
acciones de gobiernos de turno, que 
lastimosamente no construyen sobre 
la base de las experiencias aprendidas, 
sean estas buenas o malas, sino que 
obedecen a presiones y aspiraciones 
generalmente clientelares.
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Una propuesta de agenda hemisférica

La Primera Reunión de Ministros y Al-
tas Autoridades en materia de Seguri-
dad Pública de las Américas12 concluyó 
en la necesidad de que cada Estado, 
como ente soberano, y todo el hemisfe-
rio en su conjunto cree, implemente y 
coordine políticas y acciones comunes 
eficaces para erradicar la violencia y la 
delincuencia, al tratarse de fenómenos 
que afectan a todos los países, debido a 
las redes criminales que se han creado 
transnacionalmente y que han rebasado 
las capacidades y estructuras estatales. 

Si se considera que la seguridad es 
elemento importante de la vigencia 
de los derechos humanos, igualmente 
trascendente resulta la vigencia del Es-
tado de Derecho; por tanto, deberán 
implementarse acciones para prevenir 
y reducir la incidencia actual de la vio-
lencia y la delincuencia.

Para cumplir con este objetivo y en 
base de lo expuesto, toda acción debe 
ser implementada en el marco de la 
vigencia de la democracia encuadrada 
estrictamente en la Constitucional de 
los países y en los tratados internacio-
nales; entre las acciones debe conside-
rarse la aplicación de las siguientes:
a. Encargar a la policía debidamen-
te formada y capacitada, dotada de la 

infraestructura y especialización su-
ficiente para no solo controlar el de-
lito, sino para recibir la confianza de 
la ciudadanía. Elemento fundamental 
será su adiestramiento en temas como 
derechos humanos, estudio de normas 
jurídicas, pero también mejorando las 
condiciones salariales y de dotación de 
materiales suficientes para hacer fren-
te a la delincuencia;
b. Generar niveles óptimos de cap-
tación de información. Una de los 
principales problemas existentes, en 
países como el Ecuador, es la falta de 
información y estadísticas veraces, téc-
nicamente diseñadas, comparables y 
verificables. Solo hay aproximaciones;
c. El Estado debe comprometerse, sea 
directamente o a través de los gobier-
nos locales, a financiar adecuadamente 
las medidas ha implementarse. 
d. Las políticas deberán ser obligato-
riamente equitativas y sobre todo in-
cluir a los grupos poblacionales de ma-
yor riesgo, incluso tomando en cuenta 
una perspectiva de género;
e. Mejorar la eficacia de la administra-
ción de justicia para que ningún delito 
que atenta a la seguridad pública que-
de en la impunidad;
f. La gestión en seguridad pública 
debe ser integral, para combinar ade-

12 OEA, Ciudad de México, 11 al 13 de octubre de 2008.
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cuadamente políticas de control e in-
terdicción con políticas de prevención 
y rehabilitación de víctimas y de los 
propios reos, siempre considerando 
la participación de la sociedad y de la 
empresa privada.
g. La gestión debe ser incluyente diri-
gida a todos los actores sociales, públi-
cos, privados, sociedad civil, medios 
de comunicación y a toda la población;
h. La prevención debe ser un compo-
nente esencial de toda política pública 
de seguridad;
i. Las políticas públicas de seguridad 
deben también ser transparentes, tan-
to en la información que las sustenta 
como en sus resultados. Sus diferentes 
aspectos y etapas deben estar sujetos a 
fiscalización con las mismas caracterís-
ticas, garantías y restricciones que tie-
nen las demás funciones que el Estado 
ejecuta y deben contar con mecanis-
mos formales y regulares de rendición 
de cuentas a la comunidad. Las excep-
ciones y áreas en que la información 
es reservada deben estar limitadas a lo 
estrictamente necesario y claramente 
definidas en cada circunstancia; solo 
así se evitarán abusos y violaciones a 
procedimientos y normas jurídicas;
j. Debe buscarse eficacia y eficiencia 
inmediatas, pero también gestarse ac-
ciones de mediano y largo plazo. Solo 
de esa manera se podrá hablar de polí-

ticas de Estado, que rebasen la coyun-
tura gubernamental y que   permitan 
institucionalizar la continuidad de los 
procesos;
k. Las políticas nacionales deben com-
plementarse con las de otros países, so-
bre todo vecinos, para enfrentar trans-
nacionalmente a un problema trans-
fronterizo y transnacional. Asimismo, 
la cooperación efectiva de organismos 
internacionales y otros Estados será 
determinante en esta lucha, pues la 
capacidad instalada de la delincuencia 
transnacional supera muchas veces 
los presupuestos de varios Estados. El 
compromiso debe ser de todos, enten-
diendo y respetando las características 
propias de este fenómeno en cada país, 
su soberanía y su capacidad de gestión 
y reacción.

Es del caso subrayar los criterios 
vertidos por un grupo de académicos 
latinoamericanos: será necesario que a 
nivel de gestión política, se consolide 
la competencia del Estado como el res-
ponsable de la seguridad pública, para 
evitar que la sociedad deba recurrir a 
otras alternativas, tales como la segu-
ridad privada y se deberán mejorar os-
tensiblemente los niveles de profesio-
nalización y gestión de las Policías Na-
cionales y de los ministerios fiscales.

En este sentido, se propone crear 
un Complejo de Seguridad, que per-
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mita a los países contar con capacidad 
propia y la solidaridad y cooperación 
de los demás países de la región13. Tal 
como Buzan manifiesta, será un grupo 
de Estados que colaboran entre sí, so-
bre preocupaciones básicas relativas a 
la seguridad, y que por ende requieren 
adoptar marcos de acción estructu-
ralmente comunes, o al menos no tan 
diferenciados, para así enfrentar a la 
delincuencia transnacional sobre una 
base de racionalidad soberana, pero al 
mismo tiempo complementaria.

Conclusiones

1. Los últimos debates llevados a cabo 
en el seno de la comunidad interna-
cional se han centrado en el reto de la 
inseguridad y los conflictos como ba-
rreras que impiden el desarrollo politi-
co, económico y social. Si los Estados 
deben crear condiciones que les per-
mitan salir de una espiral en la que la 
inseguridad, la delincuencia y el sub-
desarrollo se refuerzan mutuamente, 
deben abordar simultáneamente las es-
feras socioeconómicas y de seguridad. 
La responsabilidad de la seguridad pú-

blica recae en el Estado, no en institu-
ciones privadas, que lamentablemente 
proliferan en los países.
2. El concepto tradicional de seguri-
dad pública se ha redefinido para in-
cluir no sólo la estabilidad del Estado 
y la seguridad de las naciones, sino 
también un enfoque claro que la enlaza 
directamente con el bienestar de sus 
poblaciones. Por ende, se debe reco-
nocer la interrelación entre desarrollo 
y seguridad, pues a menor atención de 
las necesidades básicas y de recreación 
de la población, mayores opciones de 
fertilización de brotes de violencia y 
delincuencia14.
3. Para analizar la realidad de la insegu-
ridad pública en las Américas se debe 
poner en un lugar central la necesidad 
de llevar a cabo un cambio de paradig-
ma y promover la prevención como uno 
de los ejes centrales de las políticas pú-
blicas que la enfrenten. Ninguna activi-
dad de exclusivo control podrá alcanzar 
el máximo de eficiencia social ante el 
problema del crimen y la violencia si no 
es complementado por una adecuada 
estrategia de prevención.

13 Término usado por Buzan (1991) para facilitar el análisis que deben asumir los Estados en determinadas 
regiones sobre seguridad.  Evans, p. 492.
14 «La reforma del sistema de seguridad se ha convertido en un componente esencial de los esfuerzos para 
superar la fragilidad y los conflictos en varios países… En el marco de la cooperación, el reto reside en cómo 
asegurar su apoyo a los procesos de reforma que son sostenibles; respaldar la reducción de la  pobreza mediante 
una mejora de la prestación de servicios; y contribuir a desarrollar sistemas de seguridad y de justicia, eficaces 
y responsables». OCDE, 2007.
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4. Los gobiernos locales deberían ser 
los actores naturales de las acciones de 
prevención y control de la violencia. 
El gobierno local es el más cercano al 
problema y es también el espacio don-
de el ciudadano transmite sus quejas 
y preocupaciones, así como demanda 
soluciones. El gobierno local, por otra 
parte, está en mejores condiciones de 
trabajar junto con la comunidad en 
las tareas de prevención.   El éxito del 
combate contra el crimen y la violencia 
exige, por todo ello, de una colabora-
ción fluida y flexible entre el gobierno 
central y los gobiernos locales.
5. En el Ecuador, el Gobierno debería 
proponer un amplio espacio de con-
sensos y asociaciones con las prefectu-
ras y municipios. Aceptando el hecho 
de que no son meras percepciones o 
suposiciones, tal como dicen las altas 
esferas gubernamentales, convendría 
consensuar acciones tanto estatales 
como locales sin recelos y únicamente 
teniendo como norte el afianzamiento 
de la seguridad pública, que insisto, es 
responsabilidad del Estado, no de em-
presas privadas.

Bibliografía

AECID, Agencia Española de Cooperación 
para el Desarrollo, Pensamiento Iberoamerica-
no. Inseguridad y violencia en América Latina, 
Madrid, Segunda Época, Nº 2, 2008, p. 480.
Banco Interamericano De Desarrollo, BID, 
Magnitud y Tendencias de la Violencia en 
Ecuador, 1990-1999, disponible en http:// 
idbdocs.iadb.org/wsdocs/getdocument. 
aspx?docnum=908545
Borja, Raúl, «Violencia y Seguridad Ciudada-
na», Quito, Ediciones Gallo Rojo, 2004.
Buvinic, Mayra, «Un balance de la violencia en 
América Latina: los costos y las acciones de pre-
vención». Banco Interamericano de Desarrollo, 
Washington, D.C., 2006, p. 22.
COAV Newsroom, «Easy Access to guns in-
creases juvenile violence in Ecuador», 11 de 
Julio, 2005.
Evans, Graham y Newham, Jeffrey, Dictionary 
of International Relations, Londres, Penguin 
Books, 1998, p. 623.
Jarrín, Oswaldo, «La Junta de Seguridad Ciu-
dadana: el caso de Sucumbíos», en Memoria 
del proyecto Política Pública de Seguridad 
Ciudadana-Primera fase, Oswaldo Jarrín, Com-
pilador, FLACSO Sede Ecuador y Fundación 
Esquel, Quito, 2004.
OCDE, Manual del CAD-OCDE sobre la re-
forma del sistema de seguridad, Washington, 
OCDE, 2007.
OEA, «Aportación de académicos y expertos 
de América Latina, para la Primera Reunión de 
Ministros en Materia de Seguridad Pública de 
las Américas», Washington, OEA/MISPA/Inf. 
2/08.
OEA/Secretaría de Seguridad Multidimensio-
nal: www.oas.org



84  Afese 52

Rojas Aravena, Francisco, «Globalización y 
violencia en América Latina. Debilidad estatal, 
inequidad y crimen organizado inhiben el 
desarrollo humano», FLACSO, San José, 
2007, p. 34.
SALVAT, La Enciclopedia, Madrid, Salvat Edi-
tores, 2004.
Servin, Andrés, La sociedad civil ante la violen-
cia y los conflictos en América Latina y el Cari-
be, CRIES, Buenos Aires, p. 21.


